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saldo solo sea positivo para el Mercosur, el total del 

comercio agroalimentario se presenta también con 

saldo favorable, puesto que en las exportaciones 

se incluyen otros productos como frutas de climas 

templados y tropicales, frutos como café y cacao, 

agroindustria con distintos grados de elaboración, 

vinos, licores y variados productos que se vinculan 

con las historias productivas de los países. 

Es importante observar que el saldo comercial 

agregado se mantiene en términos positivos 

durante los años analizados, esto es de 2006 en 

adelante, incluso durante 2009 que fue un año 

de caída general del comercio. Esto indica que 

la diversifi cación agroindustrial en la región se 

sostiene en una dinámica positiva respecto de la 

estructura productiva, pues aunque en cereales el 

Cuadro 7 Comercio Agroalimentario de Latinoamérica*, en miles de millones de US$

Comercio 2006 2007 2008 2009 2010

Exportaciones 111 127 160 141 164

Importaciones 37 50 63 51 57

Saldo Comercial 75 77 97 91 106

* Incluye: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Colombia, Ecuador, El 

Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, Uruguay 

y Venezuela.

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).

El Cuadro 7 muestra cómo la región ha visto 

incrementado su saldo de balanza comercial 

agroalimentaria, y ha logrado sacar provecho del 

nuevo nivel de precios con un aumento de su 

participación en el mercado internacional, aunque 

se observan diferencias entre las subregiones:

• Los países del Mercosur han incrementado casi 

constantemente su saldo de balanza comercial. 

El año 2009 fue el único de la serie en que se 

produjo una disminución de este saldo respecto 

al año previo, como consecuencia de una caída 

en la demanda de sus exportaciones causada por 

la crisis internacional. Sin embargo, para 2010 

el Mercosur se recuperó con un saldo incluso 

superior a los años previos.

• Centroamérica también ha incrementado su 

saldo comercial en el período considerado, y 

si bien su incremento no ha sido tan explosivo 

como el del Mercosur, la serie indica que la 

demanda por sus exportaciones no se redujo de 

manera notable durante la crisis de 2009. 

• La Comunidad Andina, sin considerar a 

Venezuela, ha tenido también un desempeño 

favorable y solo en 2010 muestra un saldo 

comercial inferior al del año previo. Venezuela 

muestra saldos negativos en toda la serie, lo que 

es indicativo de la especialización alcanzada por 

su estructura productiva.

• México tiene una balanza agroalimentaria 

negativa durante todos los años considerados, 

y experimentó un incremento de ese saldo 

negativo entre 2007 y 2008, aunque se redujo en 

los años siguientes. 
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Cuadro 8 Balanza Comercial Agroalimentaria, en millones de US$

 Subregión 2006 2007 2008 2009 2010

Mercosur 61,713 68,584 89,721 77,852 92,720 

Centroamérica 3,318 3,637 3,763 4,364 4,915 

México (1,839) (4,224) (5,381) (2,788) (2,685)

Andinos 7,948 6,712 9,022 9,437 8,951 

Venezuela (2,773) (4,572) (7,426) (5,865) (4,683)

Latinoamérica* 74,749 76,909 97,079 90,544 106,186 

* Incluye: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Colombia, Ecuador, El 

Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, Uruguay 

y Venezuela.

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).

Costo de las importaciones de productos 
agroalimentarios

El suministro de alimentos para el consumo proviene 

de dos fuentes: la producción interna y el comercio. 

En los países con producción agrícola interna de 

gran escala (EE.UU., China, India, Rusia, entre otros) 

el nivel de autoabastecimiento con productos 

básicos es alto. Sin embargo, para otros países el 

comercio agroalimentario es imprescindible para 

satisfacer las necesidades del consumo. Entre estos 

se cuentan países en desarrollo caracterizados 

por su bajo ingreso percápita y por persistentes 

problemas de pobreza e inseguridad alimentaria. 

Muchos de estos países han establecido estrategias 

de desarrollo sustentadas en la exportación de 

productos agrícolas. De este modo, el comercio 

internacional infl uye sobre la disponibilidad 

de dos maneras: cuando provee al mercado 

interno con importaciones, y por tanto los precios 

internacionales inciden en el acceso a alimentos, 

así como a través de los ingresos que se perciben 

internamente, cuando es el mercado internacional 

el que recibe la producción exportable.

Si se considera el costo total de las importaciones 

agroalimentarias para el conjunto de América 

Latina y el Caribe se observa que alcanzó 64,8 miles 

millones de US$ en 2010, un nivel alto en perspectiva 

histórica, pero más bajo que en 2008, cuando toda 

la región importó 74,1 miles millones de US$. El 

mayor incremento de las importaciones en los 

últimos años se registró en 2007 a raíz del fuerte 

aumento en los precios. La diferencia entre estos 

datos regionales con los mostrados exclusivamente 

para Latinoamérica muestra la alta dependencia del 

Caribe respecto a las importaciones de productos 

agroalimentarios.

Tales diferencias intrarregionales son perceptibles 

al analizar el impacto de las importaciones sobre el 

PIB nacional: en Costa Rica, República Dominicana, 

Guatemala y Honduras el valor de las importaciones 

de alimentos supera el 4% del PIB, mientras que en 

los países del Mercosur ese indicador alcanza solo 

entre el 0,5% y el 2%, con excepción de Paraguay. 

Centroamérica importa casi todo el trigo que 

consume, y El Salvador, Guatemala, Honduras y 

México importan más del 70% del arroz con que 

se abastecen sus mercados nacionales. Costa Rica 

y Panamá dependen de las importaciones de maíz 

para cubrir más del 80% de la demanda (Figura 41). 

En estos países el alza de los precios mundiales de 

cereales signifi ca un fuerte aumento en el costo de 

sus importaciones. 



P
a

n
o

ra
m

a
 d

e
 la

 S
e

g
u

ri
d

a
d

 A
lim

e
n

ta
ri

a
 y

 N
u

tr
ic

io
n

a
l e

n
 A

m
é

ri
ca

 L
a

ti
n

a
 y

 e
l C

a
ri

b
e

 2
0

1
1

63

El alza de los precios produjo un efecto diferenciado 

entre países exportadores e importadores de 

cereales. Mientras tuvo efectos negativos sobre 

la balanza comercial de los países importadores 

netos de productos básicos –principalmente en 

Centroamérica y el Caribe–, los principales países 

exportadores, principalmente los del Cono Sur, han 

logrado superávit comercial.

El Cuadro 9 muestra que la balanza comercial de 

cereales ha sido permanentemente negativa en 

Figura 41: Participación de las importaciones netas de cereales en

la utilización total por país, 2011/2012

Fuente: FAO-EST.

toda Latinoamérica, a excepción del Mercosur. En 

Centroamérica, así como en los países andinos, 

esto se explica por la escasa producción interna 

de cereales, que los obliga a importar una alta 

proporción. En el caso de México, pese a ser un gran 

productor de cereales –incluso a nivel mundial–, gran 

parte de su producción se consume internamente.

Cuadro 9 Balanza Comercial de Cereales, en millones de US$

 Subregión           2,006           2,007           2,008           2,009           2,010 

 Mercosur 2,889 5,526 7,151 4,197 6,422 

 Centroamérica (764) (1,110) (1,503) (1,043) (1,049)

 México (2,303) (2,855) (3,908) (2,661) (2,679)

 Andinos (1,484) (3,352) (3,073) (2,112) (2,407)

 Venezuela (399) (544) (1,128) (743) (683)

 Lati noamérica* (2,445) (2,967) (3,263) (2,678) (726)

* Incluye: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Colombia, Ecuador, El 

Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, Uruguay 

y Venezuela

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC)
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América del Sur como proveedor de 
alimentos

En su totalidad, América Latina y el Caribe es un 

importante exportador de alimentos a escala 

mundial, especialmente de soya y aceite de soya, 

azúcar, maíz y carnes.

El suministro de cereales desde la región se 

mantiene sólido, y el peso de América Latina como 

productor a escala internacional ha aumentado, 

especialmente gracias a Brasil, que se ha convertido 

en un proveedor mundialmente relevante. En 2010-

Figuras 42 y 43: Contribución de América Latina y el Caribe a las exportaciones mundiales 

por grupos de productos (índice 2005 = 100)

Fuente: Elaboración propia en base de datos del International Trade Center (ITC).

11 las exportaciones de cereales de América Latina 

y el Caribe alcanzaron 45 millones de toneladas, 

equivalentes al 16,2% de las exportaciones globales, 

en comparación con el 11,4% alcanzado en 1996-97.

Figura 44: Contribución de América Latina y el Caribe a la producción y exportación global de 

cereales, en volumen (%)*

Fuente: FAO-EST.

* Exportaciones y Producción de América Latina y el Caribe sobre 

Exportaciones y Producción Mundial.
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Lo anterior implica que países como Argentina y 

Brasil, que exportaron 8,9% y 5,3% del volumen total 

de cereales (24.605 y 14.500 miles de toneladas, 

respectivamente), tendrán una mayor infl uencia 

sobre los suministros globales, y sus políticas 

comerciales pueden tener infl uencia en la formación 

de precios a escala internacional.

Integración regional como herramienta 
de seguridad alimentaria y nutricional 

El comercio intrarregional presenta ventajas para 

los países que lo desarrollan. Las iniciativas de 

fomento y facilitación del comercio intrarregional, 

especialmente entre países vecinos, pueden 

ser instrumentos importantes para alcanzar un 

suministro de alimentos más estable y fl uido frente 

a las turbulencias en los mercados globales. La 

proximidad entre los países implica costos más 

bajos de transporte, por lo que los estados deben 

avanzar tanto en inversiones que contribuyan a la 

integración de la infraestructura física, como en 

reducciones a las barreras comerciales. Desde el 

punto de vista cultural, esto se ve potenciado por 

las identidades regionales, que permiten compartir 

gustos y tradiciones alimenticias. 

Este tipo de lazos resultan especialmente 

importantes en situaciones de desastre natural, o de 

emergencias climáticas que afectan la producción 

local. Es recomendable desarrollar mecanismos 

que permitan una respuesta rápida para agilizar 

las importaciones de alimentos en situaciones de 

desabastecimiento, y así evitar crisis humanitarias. 

Aproximadamente el 40% de todas las importaciones 

de alimentos en América Latina se originan en la 

propia región, y esta proporción ha sido estable 

desde 2006 (Figura 45).

Figura 45: Distribución del comercio agroalimentario en América Latina* por socio comercial

* América Latina incluye: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Colombia, 

Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, 

Perú, Uruguay y Venezuela.

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).
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El comercio dentro de la propia la subregión 

es de gran importancia, particularmente en el 

caso del Mercosur y Chile. Cerca del 80% y 75% 

de los productos alimenticios importados por 

Paraguay y Uruguay, respectivamente, provienen 

de la subregión, en la cual Argentina y Brasil 

son los principales proveedores de productos 

agroalimentarios para el resto de los países.

Figura 46: Distribución de las importaciones agroalimentarias en las subregiones por origen

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).

Las importaciones provenientes de la subregión en 

los países andinos presentan un porcentaje menor 

en comparación con el resto de las subregiones. 

Particularmente Venezuela, durante los últimos cinco 

años ha reducido la proporción de importaciones 

agroalimentarias provenientes de la región, desde 

un 36% hasta un 16% en 2010. La reducción ha sido 

bastante marcada desde 2009.

En Centroamérica, en tanto, el comercio subregional 

resulta muy importante y los países han avanzado 

fuertemente en la integración económica en el 

marco del Mercado Común Centroamericano 

(MCCA). El comercio de Nicaragua y El Salvador con 

la subregión es particularmente importante: casi el 

50% de las importaciones agroalimentarias de ambos 

países provinieron de sus socios del MCCA en 2010, 

y el 26% y 37% de exportaciones, respectivamente, 

tuvieron como destino la subregión. 
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A su vez, Nicaragua importa alimentos especialmen-

te de Costa Rica, mientas que el principal origen de 

Figura 47: Importancia del comercio agroalimentario subregional en el comercio total 

agroalimentario de países centroamericanos, 2010

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).

las importaciones agroalimentarias de El Salvador es 

Guatemala. 

Cuadro 10 Importaciones agroalimentarias según origen, en relación con importaciones

totales de alimentos del país (%), 2010

País  

Importador

Origen (%) MM US$

CRI GTM NIC SLV HON Países CA* Países CA*

CRI   6 5 2 2 15 188

GTM 7   3 11 4 24 554

NIC 22 11   7 9 49 322

SLV 7 23 12   8 49 694

HON 10 16 5 8   40 486

* Países de Centroamérica.

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).
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El comercio entre los países centroamericanos es 

particularmente importante en el caso de productos 

frescos, como hortalizas y productos lácteos. Más del 

90% de las importaciones de legumbres y hortalizas, 

y el 80% de la carne importada en El Salvador 

provienen de Centroamérica. Honduras y Nicaragua 

importan más de la mitad de los productos lácteos 

que consumen de otros países de la subregión. El 

peso del comercio dentro de este mercado regional 

se explica por razones geográfi cas, especialmente 

por la proximidad para el intercambio en productos 

perecederos, y también porque este bloque de 

países presenta menos exigencias respecto a 

estándares y normas de inocuidad y sanidad que los 

mercados internacionales.

Figura 48: Origen de las importaciones de productos frescos por país (%), 2010

Fuente: Información ofi cial de los países e International Trade Center (ITC).

En suma, la dinamización del comercio intrarregional 

de alimentos presenta una oportunidad real para 

mejorar la seguridad alimentaria y nutricional, 

especialmente considerando la vulnerabilidad de 

los países importadores netos de alimentos en 

Centroamérica y el Caribe frente a eventos climáticos. 

Los precios altos y volátiles y las perspectivas 

desfavorables en la situación económica mundial 

hacen que los benefi cios del comercio intrarregional 

adquieran mayor importancia para la seguridad 

alimentaria.

Para lograr mayor integración comercial aún es 

necesaria una reducción de las barreras arancelarias 

y no arancelarias. Hay otros tipos de obstáculos 

que impiden la libre circulación de alimentos, 

especialmente en el ámbito de medidas sanitarias 

y fi tosanitarias y procedimientos aduaneros, por lo 

que se necesitan esfuerzos adicionales y voluntad 

de los líderes políticos para ampliar el acceso a 

mercados regionales en el sentido más amplio.

Inocuidad en exportaciones de América 
Latina 

En los últimos años el comercio mundial de 

alimentos ha avanzado en acuerdos de Medidas 

Sanitarias y Fitosanitarias dentro de la OMC. Se 
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observa que la demanda de calidad e inocuidad 

se extiende desde los mercados más exigentes 

hacia los mercados emergentes. Este avance en la 

inocuidad de los alimentos también colabora con 

la seguridad alimentaria y nutricional en los países 

más pobres, ya que al evitar pérdidas y rechazos por 

mala calidad se incrementa la disponibilidad y el 

comercio de alimentos.

RECUADRO 6

Casos de rechazos por problemas de inocuidad

Caso 1: A mediados de los 90, Guatemala era el 

principal proveedor de frambuesas de Estados 

Unidos y un importante proveedor de Canadá. 

Sin embargo, en 1996 se registró un brote de 

contaminación por Cyclospora en estos países 

que afectó gravemente la situación comercial 

de Guatemala, lo que resultó en la prohibición 

temporal de exportar a estos mercados. Luego 

de unos años se reanudaron los envíos de 

frambuesas a Estados Unidos, pero las pérdidas ya 

eran enormes, y solo se recuperó un tercio de la 

demanda existente antes del brote.

Caso 2: En el año 2008, debido a la detección 

de dioxinas en carne de cerdo, los principales 

mercados de carne porcina cerraron sus puertas a 

los productos provenientes de Chile, lo que vino 

acompañado de una baja en los precios de 40,7% 

en pocos meses. Esto causó grandes prejuicios a 

la industria chilena exportadora de este tipo de 

carnes.

América Latina y el Caribe mantiene un activo 

comercio de alimentos con el mundo y cada vez 

muestra mayor capacidad para cumplir las normas 

internacionales de calidad e inocuidad establecidas 

en el Codex Alimentarius y usadas como referencia 

por la OMC.

Sin embargo, la presencia de problemas de 

inocuidad explica buena parte del volumen 

de alimentos que se exporta y no llega a los 

consumidores. Durante 200922, de las veinte causas 

más frecuentes de rechazos de alimentos de Estados 

Unidos a productos provenientes de América Latina 

y el Caribe, alrededor del 50% están relacionadas a 

problemas de inocuidad. En total, fueron rechazados 

en frontera por problemas de inocuidad un total 

de 1.012 variedades de alimentos. El número total 

de notifi caciones por problemas de inocuidad de 

alimentos comercializados desde los países de 

América Latina y el Caribe a la Unión Europea fue de 

239 durante el 2009.

Política comercial frente a los elevados 
precios de los alimentos

Casi todos los países de la región han adoptado 

algunas medidas comerciales para mitigar los 

efectos de los precios internacionales altos sobre 

consumidores domésticos. Durante 2010 y 2011 se 

han podido identifi car tres grandes líneas de acción 

en las políticas comerciales adoptadas por los países 

de la región: (i) iniciativas que buscan asegurar la 

estabilidad en el abastecimiento interno y reducir las 

presiones sobre los precios domésticos; (ii) medidas 

orientadas a la promoción de las exportaciones y 

al aumento de la competitividad de determinados 

productos en los mercados externos; y (iii) avances 

en la integración regional.
22 Año fi scal estadounidense, del 1 de octubre de 2008 al 

30 de septiembre de 2009.

Fuente: FAO-AG (2004).
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Ajustes en barreras comerciales para 
incrementar la oferta doméstica

Las medidas que buscan garantizar el suministro 

interno se han orientado hacia una restricción de 

las exportaciones en algunos casos, y en otros a 

rebajas en los aranceles de importación de ciertos 

productos alimenticios. Las restricciones a las 

exportaciones se han dado en países con niveles 

importantes de producción interna, sobre todo 

en productos básicos. Un ejemplo es Bolivia, 

donde el gobierno introdujo durante 2010 y 2011 

prohibiciones temporales para la exportación de 

azúcar, maíz, sorgo, soya y semillas de girasol, entre 

otros productos, conforme con la nueva política de 

seguridad alimentaria y nutricional.

Otros países han adoptado medidas destinadas a 

reducir los obstáculos al comercio, o a facilitarlo. En 

particular, ha habido muchos casos de reducciones, 

y en algunos casos eliminación, de los aranceles a 

la importación, y también de simplifi cación de los 

procedimientos aduaneros. Adicionalmente, en 

algunos casos de pérdidas de las cosechas a raíz 

de factores climáticos, se han otorgado permisos 

de importación de carácter temporal con arancel 

cero. Estas acciones que procuran abaratar las 

importaciones tienen como objetivo aumentar 

la oferta doméstica de alimentos y reducir los 

precios internos. Algunos ejemplos son República 

Dominicana, Guatemala, Panamá y Paraguay, donde 

los gobiernos han reducido las barreras al ingreso de 

productos básicos como el maíz, el trigo y otros.

Promoción de las exportaciones

Una cantidad importante de países ha tomado me-

didas para promover sus exportaciones: en la ma-

yoría de los casos se trata de acuerdos con países 

de destino para productos específi cos, como es el 

caso de Brasil, Chile, Perú, Nicaragua, Guatemala y 

México. Otros casos incluyen aperturas de cuotas 

de exportación para maíz y trigo (Argentina) y cré-

ditos para la exportación (Brasil y Colombia). Adi-

cionalmente, en varios casos se dispone de fondos 

públicos para implementar acciones orientadas a la 

promoción de las exportaciones a través del aumen-

to de la competitividad y ampliación de mercados. 

Algunos países han realizado acciones para mitigar 

los efectos de la valorización de las monedas nacio-

nales frente al dólar.

Avances en integración regional

El aumento del costo de las importaciones de 

alimentos y las incertidumbres en los mercados 

globales agrícolas han forzado a los países más 

vulnerables a las fl uctuaciones de los precios a 

buscar soluciones nuevas, entre las que se cuenta 

facilitar el comercio a nivel regional, para garantizar 

el abastecimiento interno.

Durante 2010 y 2011 se han suscrito varios acuerdos 

de cooperación e integración comercial que 

incluyen reducción de aranceles y disminución de 

otras barreras comerciales. Por ejemplo, en agosto 

de 2010 el Mercosur aprobó el nuevo código 

aduanero, que elimina la doble tributación entre 

los socios comerciales. También se han suscrito 

acuerdos comerciales nuevos, como por ejemplo 

el Tratado de Libre Comercio entre México y Perú, y 

el Acuerdo del Pacífi co, integrado por Perú, México, 

Chile y Colombia, que establece libre circulación 

de bienes, lo que permite trabajar de mejor forma 

sobre los nexos comerciales de la región con los 

países del Asia-Pacífi co. Se han fi rmado convenios 

de promoción de exportaciones agropecuarias 

que buscan incrementar el intercambio comercial, 

como en el caso de Chile y México, y de Costa Rica y 

Panamá, y se han defi nido protocolos y normas para 

el comercio de productos específi cos entre países, 

como es el caso de Brasil y Colombia en relación al 

comercio de bovinos.

Venezuela ha sido un país activo en la búsqueda 

de acercamientos en materia comercial con otros 

países de América Latina. Registra varios acuerdos 

de cooperación, principalmente con los países 

miembros del Mercosur. Con Argentina fi rmó doce 

acuerdos de cooperación, entre los cuales están 

el alimenticio y el energético. Con Uruguay fi rmó 

siete acuerdos estratégicos que incluyen el área 

de alimentación, con planes de instalación de dos 

plantas de recepción de alimento balanceado para el 

consumo humano, y suma acuerdos de cooperación 

agrícola. También fi rmó un acuerdo con Guyana para 

incrementar las importaciones de arroz, y con Bolivia 

para impulsar las cadenas productivas binacionales 



P
a

n
o

ra
m

a
 d

e
 la

 S
e

g
u

ri
d

a
d

 A
lim

e
n

ta
ri

a
 y

 N
u

tr
ic

io
n

a
l e

n
 A

m
é

ri
ca

 L
a

ti
n

a
 y

 e
l C

a
ri

b
e

 2
0

1
1

71

y avanzar en la construcción de la Empresa Gran 

Nacional de Producción de Alimentos en el marco 

de la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra 

América (ALBA).

En materia sanitaria y fi tosanitaria algunos países 

de la región han tomado medidas que apuntan 

a la normalización y cooperación con sus socios 

comerciales para reducir las barreras a la entrada de 

sus productos en los mercados de destino. De igual 

manera, los países se han preocupado de proteger la 

sanidad de plantas y la salud animal en los territorios 

nacionales, lo que ha derivado en restricciones al 

ingreso de algunos productos.

Países de la subregión México y Centroamérica han 

buscado fortalecer la cooperación técnica en el 

control de plagas y enfermedades, e incrementar 

el intercambio comercial. En septiembre de 2010 

los secretarios de Agricultura de México y Costa 

Rica acordaron ampliar el intercambio comercial de 

productos agropecuarios a través del fortalecimiento 

de las acciones en materia de sanidad e inocuidad. 

Brasil estableció medidas fi tosanitarias restringiendo 

las importaciones de frutas provenientes de 

Argentina. En cuanto a México, estas restricciones 

se ha dirigido a la importación de animales 

provenientes de EE.UU. y Colombia.





Capítulo III

Agenda de políticas
públicas para la seguridad
alimentaria y nutricional
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A. Introducción

n respuesta a las crisis experimentadas a 

partir de 2008 los gobiernos de la región 

han implementado una amplia gama de 

medidas de políticas públicas. En este Panorama se 

describen muchos de esos esfuerzos gubernamen-

tales, que sin duda han contribuido a amortiguar los 

impactos de la crisis y las alzas de precios. Las me-

didas, en términos generales, corresponden a cua-

tro ámbitos principales de políticas: el impulso a la 

producción de alimentos, la gestión de mercados 

agroalimentarios y fi nanciamiento productivo, el co-

mercio agroalimentario, y la protección social. 

Sin embargo, la implementación de estas medidas 

también dejan en evidencia las limitaciones 

que difi cultan un avance más concreto frente 

a los enormes desafíos que enfrenta la región. 

Urgencias sociales, presiones de grupos de interés, 

factores derivados de la economía internacional, 

y restricciones presupuestarias son algunos de 

los obstáculos que los gobiernos deben superar, 

para no quedar atrapados en visiones de corto 

plazo que difi cultan la puesta en marcha de las 

transformaciones indispensables para mejorar el 

sistema alimentario, reducir la pobreza, y mejorar la 

distribución del ingreso y la seguridad alimentaria.

La gravedad de la crisis económica por la cual aún 

atraviesa el mundo ha impuesto en la agenda pública 

temáticas que van más allá de la emergencia y las 

respuestas coyunturales. Se plantea una revisión 

de aspectos más permanentes o estructurales,       

que han impedido que las importantes tasas 

de crecimiento que los países de la región han 

conseguido en la última década se traduzcan en 

bienestar para la mayoría de la población.

A la luz de esta mirada menos coyuntural y más 

estratégica, que busca articular crecimiento 

agrícola, seguridad alimentaria, reducción de la 

pobreza y mayores niveles de equidad, se presentan 

a continuación, como contribución a ese debate, en 

primer lugar los principales desafíos que involucra, 

desde la óptica las políticas públicas, una agenda 

de esa naturaleza en la región, y luego un conjunto 

de medidas de políticas recomendadas con base 

en las experiencias acumuladas en la región y 

sistematizadas por la Ofi cina Regional de la FAO para 

América Latina y el Caribe. 

B. Desafíos

a región es uno de los principales actores 

en el sistema alimentario mundial, y 

su contribución en el comercio, en la 

formación de los precios internacionales y en el 

manejo de muchas de las principales reservas de 

recursos naturales no renovables es fundamental 

para enfrentar varios de los principales desafíos 

globales que plantea la SAN. 

Los desafíos a nivel nacional en los países ocurren 

dentro de un contexto global marcado por cuatro 

grandes áreas: (a) la ausencia de gobernanza mundial 

y regional de la seguridad alimentaria y el sistema 

alimentario; (b) el agotamiento de los patrones 

actuales de producción y consumo de alimentos; 

(c) las consecuencias del cambio climático; y (d) la 

inequidad de los sistemas tributarios.

Contribuir a generar mecanismos de 
gobernanza mundial y regional de la 
seguridad alimentaria y nutricional

La crisis internacional ha puesto en evidencia la 

ausencia de mecanismos globales de gobernanza 

en el sistema alimentario mundial. A nivel global, las 

reglas y la coordinación entre los Estados nacionales 

son muy débiles y tienen una arquitectura 

incompleta.

La ausencia de mecanismos de gobernanza conduce 

a un predominio de los riesgos que transmiten los 

mercados, que al estar internacionalizados son parte 

de procesos globales no controlados por los Estados 

nacionales, y que producen profundo impacto en el 

sector fi nanciero, en las estructuras de los mercados, 

del comercio y de las cadenas de valor, así como 

en el deterioro en la calidad del empleo y en la 

disminución del ingresos de los hogares, entre otros.

Los países de la región tienen el desafío de 

aumentar su papel e infl uencia en la búsqueda 

de mecanismos de gobernanza a escala mundial. 

Varios países de la región tienen protagonismo en 

el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial, en el 

G-20 (Argentina, Brasil y México), en la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económico, 

OCDE (Chile, México) y en el Comité Permanente de 

Nutrición de las Naciones Unidas.

E L
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Transformar los patrones de producción y 
consumo de los alimentos

El mundo enfrenta lo que podría ser el fi nal de 

un largo período de sobreproducción agrícola, 

que ha sido posible gracias a un uso extensivo 

de los recursos naturales (petróleo, agua, tierra, 

biodiversidad), lo que generó la noción de que esos 

recursos eran abundantes y por tanto baratos en 

términos relativos.  Contribuye a esas respuestas 

de los mercados el hecho que los gobiernos de 

los países del mundo desarrollado, durante este 

periodo han aplicado subsidios a sus productores 

de manera sistemática.

En la región, este modelo ha generado, por el lado 

de la oferta de alimentos, una gran heterogeneidad 

productiva, un mercado de trabajo agrícola precario 

y mayores riesgos en la sanidad agropecuaria e 

inocuidad de los alimentos. Por el lado del consumo 

de alimentos, ha convertido la malnutrición en 

el fenómeno dominante, ya sea en términos de 

desnutrición o sobrepeso.

Ese patrón de producción ha dado como resultado 

una profunda heterogeneidad productiva en la 

región, donde se distinguen dos tipos de agricultura 

claramente diferenciadas: por un lado un sector 

moderno de agronegocios sumamente concentrado 

en pocos productos, en algunas cadenas de valor 

globalizadas y en solo algunos territorios, y por otro 

un sector amplio de agricultura familiar, de pequeñas 

y medianas empresas con muy baja productividad, 

altos índices de pobreza y que concentran la mayor 

proporción de la fuerza laboral. Esa heterogeneidad 

productiva contribuye también a profundizar las 

disparidades territoriales, abriendo brechas entre 

regiones agrícolas ricas y pobres en los países.

La precarización del trabajo que acompañó a 

la modernización agropecuaria en la región se 

manifi esta en el predominio del trabajo estacional 

por sobre el permanente, en la incorporación 

de las mujeres en desventaja en relación con 

las condiciones laborales de los hombres, en el 

incumplimiento de la legislación laboral y del pago 

de salarios mínimos, en la informalidad en los tipos 

de contratación, en el trabajo a destajo y en la 

extensión de las jornadas laborales.

A pesar de que la agricultura ha crecido 

económicamente en la región, esas condiciones 

del mercado laboral explican, al menos en parte, 

la pobreza e inseguridad alimentaria presentes en 

las zonas rurales, que en la mayoría de los países 

constituye un fenómeno persistente. La renta 

generada por la agricultura está concentrada en 

los sectores sociales de mayores ingresos, y ha 

sido apropiada fundamentalmente por el capital 

en detrimento del trabajo, situación que se verifi ca 

tanto en el sector primario, como en la agroindustria 

y en la distribución comercial.

La modernización agropecuaria, como resultado 

de la intensifi cación de la producción, del cambio 

climático y del mayor intercambio comercial, 

impone nuevos desafíos en materia de sanidad 

agropecuaria e inocuidad de los alimentos: por una 

parte, mayores riesgos asociados con la aparición y 

reaparición de plagas y enfermedades en los cultivos 

y los animales, y por otra, sistemas de control de 

inocuidad y calidad de los alimentos cada vez más 

extendidos a lo largo de la cadena.

Por el lado del consumo de alimentos, el patrón 

predominante en la región se caracteriza por la 

malnutrición, el desperdicio de alimentos frescos 

y procesados, la desvalorización del consumo 

de productos locales y una mayor ocurrencia de 

enfermedades transmitidas por alimentos de origen 

animal o vegetal. Los avances que ha tenido la 

región en materia de reducción de la desnutrición 

crónica infantil han sido contrarrestados por el 

fenómeno cada vez más generalizado de la obesidad 

y el sobrepeso, que tiene consecuencias en el 

aumento de enfermedades crónicas. Estas, junto a 

las enfermedades transmitidas por los alimentos, 

ejercen costos adicionales sobre los ya precarios 

sistemas de salud pública.

Desde el punto de vista de la inocuidad y calidad 

de los alimentos hay dos ámbitos del proceso 

de producción y consumo agroalimentario 

que cobran signifi cativa relevancia: primero, 

el descarte de alimentos  de mala calidad y los 

controles inadecuados de la inocuidad en la 

etapa de producción; y segundo, el mal manejo 

y las condiciones higiénicas defi cientes durante 

la manipulación, transporte, almacenamiento y 

consumo por parte de distribuidores y consumidores. 
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Transformar la estructura productiva y los patrones 

de consumo en el mediano y largo plazo requiere 

de amplios acuerdos nacionales y regionales, y de 

políticas públicas elaboradas e implementadas con 

el apoyo del sector privado y la sociedad civil.

Adaptación, mitigación y manejo del 
riesgo agroclimático

En años recientes se ha incrementado la ocurrencia 

y la intensidad de eventos climáticos extremos en la 

región. En el Caribe y Centroamérica se enfrentaron 

huracanes, en Ecuador, Perú y Colombia ha habido 

grandes inundaciones, y mientras la región andina 

sufrió heladas, la sequía ha afectado a los países 

del Cono Sur. Aunque según las predicciones el 

impacto del cambio climático en la región no 

será homogéneo, se puede esperar una mayor 

ocurrencia de catástrofes climáticas en los próximos 

años. En Centroamérica, por ejemplo, un estudio 

reciente de la CEPAL (2011) pone su atención sobre 

la vulnerabilidad en que se encuentran 40 millones 

de personas, ya que en las últimas tres décadas los 

desastres registraron un crecimiento anual estimado 

de 5% respecto a la década de los setenta.

Es innegable la fuerte conexión entre la economía 

y el medio ambiente. Los desafíos de nuestras 

sociedades en relación con la sostenibilidad 

ambiental solo podrán enfrentarse con un cambio 

en las formas de producir y de consumir alimentos. 

Para que la agricultura, la ganadería, la silvicultura y 

la pesca puedan adaptarse a las nuevas condiciones 

productivas provocadas por el cambio climático23, se 

deben generar y difundir tecnologías que debieran 

estar disponibles y llegar en forma oportuna a los 

países en desarrollo, a los agricultores familiares y 

a los pescadores artesanales. Este sector enfrenta 

restricciones en sus capacidades de adaptación 

y debe ser un foco de atención prioritario, por el 

rol clave que juega en el manejo de los recursos 

naturales y porque responde por buena parte de la 

producción de alimentos de la región.

La mitigación del cambio climático24 es un campo 

relativamente nuevo, pero en gran medida se 

construye a partir del trabajo previo sobre el manejo 

sostenible de la tierra y los sistemas acuáticos, el 

pago por servicios ambientales y la organización de 

la población rural.

También se enfrentan retos por el lado del 

manejo del riesgo agroclimático, que implica 

la prevención, mitigación, y respuesta frente a 

eventos climáticos extremos en el corto y mediano 

plazo, que pueden tener efectos devastadores 

sobre los medios de vida agrícolas y la seguridad 

alimentaria. Lamentablemente existen todavía muy 

pocos avances en la región en relación a sistemas 

de gestión de riesgos de desastres en el sector 

agropecuario.

Es importante resaltar que la agricultura tiene 

impactos sobre el clima, y los cambios climáticos 

afectan la producción de alimentos, por lo tanto 

existe una enorme convergencia entre ambas 

agendas. Las técnicas que son necesarias para 

aumentar la producción alimentaria de forma 

sostenible, mejorar la nutrición de los habitantes y 

cuidar los recursos naturales, debieran ser también 

aquellas que permitan la mitigación y adaptación al 

cambio climático

Sistemas tributarios más equitativos

Hasta hoy la estrategia predominante en la región 

para reducir la pobreza y la desigualdad ha estado 

basada en la combinación del crecimiento del 

ingreso percápita con políticas de transferencia 

de ingresos. Sin embargo, este modelo comienza 

a mostrar sus limitaciones, al estar fundamentado 

en una estructura fi scal insufi ciente e inequitativa. 

Este fenómeno se volverá cada vez más evidente 

en aquellos países de la región que logren alcanzar 

23 Se defi ne la adaptación al cambio climático como “el ajuste 

de los sistemas humanos o naturales como respuesta a 

estímulos climáticos proyectados o reales, o sus efectos, 

que pueden moderar el daño o aprovechar sus aspectos 

benefi ciosos”.

24 Por mitigación al cambio climático se entiende la aplicación 

de políticas orientadas a reducir o evitar las emisiones de 

Gases de Efecto Invernadero (GEI) y promover el secuestro de 

carbono.
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el umbral de US$ 20.000 de ingreso percápita en 

los próximos años, los que para continuar con su 

desarrollo evidentemente tendrán que pasar por 

profundas reformas tributarias.

Los sistemas fi scales de la región25 se caracterizan 

actualmente por tres aspectos: i) baja presión 

tributaria26 (impuestos totales como proporción del 

PIB), ii) tributación regresiva (impuestos directos en 

relación al PIB) y un predominio de los impuestos 

indirectos, además de una tendencia a la reducción 

del impuesto a la renta, y iii) orientación defi ciente 

del gasto público.

Si bien se han registrado ciertos avances frente a 

estas limitaciones, aún persiste una estructura tri-

butaria altamente concentrada en los impuestos al 

consumo, elevados niveles de evasión y elusión, una 

escasa recaudación de impuestos directos como los 

que recaen sobre la renta –sobre todo de aquellos 

que provienen de las personas físicas– en compara-

ción con los países desarrollados, y una relevancia 

poco signifi cativa o nula de los gravámenes de tipo 

patrimonial. De esta forma, lejos de funcionar como 

un mecanismo que favorece la distribución más 

equitativa del ingreso, los sistemas tributarios y de 

gasto público de la región están presionando hacia 

una mayor desigualdad. Esta situación hará cada vez 

más evidente la contradicción entre sociedades que 

le piden al Estado un rol más protagónico, pero no le 

brindan los recursos adecuados para ejercerlo.

La CEPAL ha establecido un amplio debate y viene 

planteando desde hace más de una década la 

relevancia de lograr en los países un pacto fi scal. Se 

han enunciado cinco grandes tareas o principios que 

hoy en día siguen plenamente vigentes: continuar o 

completar la tarea de consolidación de las cuentas 

públicas, mejorar la productividad (o calidad) del 

gasto público, asentar mecanismos cada vez más 

transparentes en la gestión pública, y promover 

grados crecientes de equidad distributiva, todo 

ello en un ambiente democrático y participativo. 

Actualmente, la idea de un pacto fi scal encuentra 

un ambiente propicio en la región. El concepto 

ha ido ganando adhesiones en los organismos 

internacionales y en el diálogo político nacional, sea 

de manera sectorial o integral.

Si bien todos los países en la región han aumentado 

el gasto social en los últimos años –principalmente 

mediante la generalización de programas de 

transferencia de ingresos– aún queda el enorme 

reto de avanzar en sistemas de protección que a 

través del mejoramiento de las pensiones y de la 

seguridad social logren mayor equidad social.

C. Recomendaciones de políticas  
 públicas 

os países en la región seguirán tomando 

medidas de política de corto plazo 

para aprovechar las oportunidades y/o 

amortiguar los impactos negativos provenientes 

de un nuevo nivel de precios de los alimentos. Sin 

embargo, para abordar los desafíos señalados se 

requiere avanzar en políticas que se orienten en una 

perspectiva de mediano y largo plazo, de tal manera 

que sea posible compatibilizar ambos horizontes 

temporales.

En consecuencia, a continuación se plantea una 

agenda de políticas que avanzan en algunas de las 

áreas señaladas y que se relacionan con el sistema 

alimentario y la seguridad alimentaria y nutricional 

en la región:

a) Gobernanza de la seguridad alimentaria y el 

comercio internacional de alimentos

b) Fomento productivo con prioridad en la 

agricultura familiar

c) Adaptación tecnológica del sector agropecuario 

al cambio climático

d) Competencia  en los mercados agroalimentarios 

y cumplimiento de la legislación laboral en los 

mercados del trabajo agrícola

25 Este tema es tratado en profundidad en “La hora de la 

igualdad: brechas por cerrar, caminos por abrir”. Trigésimo 

tercer período de sesiones de la CEPAL. Brasilia 31 de mayo al 

1 junio 2010.

26 En promedio, la presión tributaria de América Latina alcanza 

alrededor del 18% del PIB. Este nivel es muy bajo tanto en 

relación con el grado de desarrollo relativo de la región como, 

sobre todo, con las necesidades de recursos implícitas en las 

demandas de políticas públicas que enfrentan los Estados.

L
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e) Valorización de los alimentos y de los mercados 

locales

f ) Cambios en los patrones de consumo con énfasis 

en la calidad de los alimentos

En la implementación de políticas públicas en esas 

áreas debieran ser tomadas en cuenta medidas que 

apunten a asegurar la equidad de género y la gestión 

descentralizada y local de las políticas sectoriales.

Las medidas para aumentar la equidad de género 

deben promover una mayor participación de la mu-

jer tanto en actividades agrícolas como no agrícolas, 

redistribuyendo en mejor forma la carga reproducti-

va. Para ello es preciso conocer las situaciones dife-

renciadas en que se encuentran hombres y mujeres 

producto de la asignación cultural de roles, y tomar 

en cuenta que muchas veces la sociedad –que con-

sidera a los hombres encargados de la producción y 

las mujeres de la reproducción– constituye un obs-

táculo para que las mujeres puedan hacer uso pleno 

de políticas y programas que las benefi cien. Superar 

estos obstáculos, romper con los estereotipos de 

género y considerar a las mujeres como producto-

ras –agrícolas o no agrícolas– contribuirá a que estas 

medidas de políticas lleguen efectivamente a toda 

la población27.

Es necesario subrayar la importancia estratégica que 

tiene la gestión territorial descentralizada y local 

de las políticas sectoriales. Esto implica articular 

las políticas sectoriales defi nidas centralmente con 

los intereses y visiones de los actores territoriales, 

área en la que la región muestra interesantes 

innovaciones institucionales en los últimos años 

(Echeverri, R. y Echeverri A. 2009).

Esa importancia se hace evidente al observar que 

una proporción cada vez mayor del gasto público 

en todos los países es decidido e implementado 

por entidades subnacionales, lo que señala una 

marcada tendencia a la descentralización. En países 

como Brasil y Argentina es ya un poco más del 40% 

del gasto público total el realizado por entidades 

subnacionales, proporción que en países como 

México, Colombia, Perú y Ecuador es de alrededor 

del 25%, y en Chile, Uruguay y Guatemala del orden 

del 15%28.

Las áreas de política pública aquí tratadas se refi eren 

al sistema alimentario, pero todas estas iniciativas, 

para lograr sus objetivos de seguridad alimentaria 

y nutricional, requieren ser complementadas por 

una política integral de protección social que sea 

extendida al campo, y por reformas en los sistemas 

fi scales.

Si bien el gasto social, especialmente mediante 

transferencias directas de ingresos29 se ha ampliado 

en todos los países de la región durante la última 

década y ello ha infl uido positivamente en la 

reducción de la pobreza rural y en una mejora, 

aunque leve, en la desigualdad del ingreso, son 

pocos los avances que se han realizado para ampliar 

la cobertura de los programas de protección social, 

especialmente las pensiones no contributivas, los 

seguros de desempleo y el sistema de seguridad 

social. Este último, si se concibe adecuadamente y 

se vincula a otras políticas, en particular de empleo 

y capacitación, promueve la productividad, la 

empleabilidad y el desarrollo económico.

En esta área de protección social se encuadran 

también las políticas cuyo objetivo es la reducción 

de los índices de desnutrición crónica infantil, que 

son aún un problema en varios países de la región. 

Así como también aquellas políticas que se orientan 

a disminuir los índices de sobrepeso y obesidad 

infantil que afectan a los países que han logrado 

reducir sus indicadores de desnutrición crónica.

27 Consejo económico y Social (ECOSOC), Resolución 

E/2011/L.29.

28 Véase Observatorio de la descentralización y la democracia 

local en América Latina: www.observatoriodescentralización.

com 

29 Un estudio reciente de la CEPAL (2011) concluye que, de 

un total de 12 países analizados, las transferencias directas 

tuvieron un efecto perceptible sobre los ingresos de los 

hogares pobres en seis de ellos: Argentina, Chile, Colombia, 

Ecuador, Panamá y República Dominicana.
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a) Gobernanza de la seguridad alimentaria 
y del comercio internacional de alimentos

La región debiera hacer valer su peso en la producción 

y comercio mundial de alimentos, para jugar un rol 

más protagónico en la construcción de mecanismos 

de gobernanza de la seguridad alimentaria a nivel 

mundial, así como, al mismo tiempo, reafi rmar su 

compromiso de lograr una región sin hambre para 

el año 2025. Ello implica poner mayor atención en 

la dimensión regional de la seguridad alimentaria 

y el papel que en ello juegan tanto los sistemas 

e instancias de integración política y económica, 

como las negociaciones comerciales internacionales 

y el comercio intrarregional de alimentos, sin 

detrimento de la importancia creciente que tienen 

algunos de sus países en el comercio mundial.

Un papel más protagónico de ALC en el Comité 
de Seguridad Alimentaria Mundial y en las 
iniciativas del G-20 relacionadas con el sistema 
alimentario mundial.

La región debiera hablar con una sola voz y lograr 

una infl uencia mayor en la defi nición del “Marco 

estratégico global de la Seguridad Alimentaria” 

que promueve el Comité de Seguridad Alimentaria 

Mundial (CSA, CFS por sus siglas en inglés), que es 

actualmente el único espacio donde los gobiernos, 

la sociedad civil, las instituciones internacionales y 

el sector privado pueden negociar medidas para 

garantizar la seguridad alimentaria a nivel mundial. 

Durante el 2012 el CFS promoverá consultas 

regionales sobre ese marco.

De la misma forma, los países de la región que 

participan del G-20 tienen la oportunidad de 

transmitir en dicha instancia las preocupaciones 

de ALC en relación a la seguridad alimentaria y 

promover también a nivel de la región algunos de 

los mecanismos que se ha propuesto construir a 

nivel global, como un sistema de información de 

mercados agroalimentarios (AMIS en sus siglas en 

inglés) con el apoyo técnico de la FAO.

Pasar de las declaraciones políticas que le dan 
prioridad a la SAN, a aumentar la inversión en 
la agricultura y la dinamización del comercio 
de alimentos, promoviendo una mayor 
cooperación Sur-Sur entre los países de la 
región.

Un mayor protagonismo de ALC en la búsqueda de 

mecanismos de gobernanza mundial de la seguri-

dad alimentaria debiera también refl ejarse en un 

mayor compromiso en la construcción de esos me-

canismos en la región y sus subregiones. Instancias 

como la Unión de Naciones Suramericanas, UNASUR; 

el Sistema de la Integración Centroamericana, SICA; 

la Comunidad Andina de Naciones, CAN: el Mercado 

Común del Sur, MERCOSUR; la Comunidad del Ca-

ribe, CARICOM; y la Alternativa Bolivariana para los 

Pueblos de nuestra América, ALBA, debieran avan-

zar en una perspectiva regional de la seguridad ali-

mentaria que conduzca a una mayor complementa-

riedad entre los países, una mayor coordinación de 

sus políticas sectoriales, la búsqueda de posiciones 

comunes en las negociaciones comerciales interna-

cionales y la dinamización y facilitación del comercio 

intrarregional de alimentos.

Aprovechar la oportunidad para potenciar 
el comercio intrarregional de alimentos y la 
integración comercial regional.

La seguridad alimentaria en la región depende cada 

vez más de un comercio intrarregional de alimentos 

más fl uido y dinámico que contribuya a garantizar 

el acceso a los alimentos de todos los países. 

Como se mostró en el capítulo sobre comercio 

agroalimentario, alrededor de un 40% de las 

importaciones de alimentos de la región se satisface 

mediante el comercio intrarregional. Cabe hacer 

notar que el peso de las importaciones de cereales, 

harinas y animales vivos que provienen desde la 

región ha aumentado considerablemente desde 

2006. Para asegurar un abastecimiento estable, el 

comercio interno de alimentos debe ser más fl uido, 

con un mayor impulso a la integración comercial 

regional.

Algunas medidas de política recomendadas son:

• Promoción de un mayor fl ujo de comercio 

intrarregional de alimentos, facilitando 
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iniciativas y buscando acuerdos que permitan 

aprovechar las complementariedades existentes 

entre países con excedentes y países con défi cit 

de alimentos básicos. También se deben tomar 

medidas como región para aprovechar los 

tratados comerciales internacionales.

• Ampliación de las iniciativas, aún escasas, de 

integración comercial regional, y evaluación 

de las ventajas y restricciones que brinda la 

utilización de mecanismos de comercio en 

moneda local, como los que comienzan a 

explorarse en el ámbito de UNASUR.

• Reducción de las restricciones a las 

exportaciones agrícolas que terminan afectando 

a los países importadores netos de alimentos, 

entre los cuales están los más vulnerables a la 

inseguridad alimentaria en la región.

• Transparentar la información sobre los mercados 

agroalimentarios con aval público. Muchas de 

las estimaciones futuras sobre los fundamentos 

de los mercados (oferta, demanda, existencias), 

sobre las cuales se forman las expectativas y los 

mercados de futuro, son provistas por actores con 

intereses en esos mercados.

b) Fomento  productivo con prioridad en 
la agricultura familiar

Un objetivo fundamental es reducir la heterogeneidad 

productiva en la región, y cerrar las brechas entre 

la agricultura familiar y el agronegocio, así como 

entre territorios dentro de un mismo país. Esto está 

íntimamente relacionado con la reducción de las 

desigualdades económicas, sociales y territoriales, 

así como con el manejo sostenible del ambiente 

y de los recursos naturales. Si bien, en general, es 

indispensable aumentar la inversión agropecuaria, 

ello no es sufi ciente para lograr una transformación 

productiva, pues además se requieren políticas 

públicas que promuevan la inclusión de la agricultura 

familiar y generen condiciones para balancear mejor 

las diferentes capacidades de negociación en las 

cadenas globales de valor.

Son tres las áreas de políticas públicas que se 

vislumbran indispensables en el mediano plazo para 

promover esta transformación productiva:

• Una mayor inversión productiva pública y 

privada en la agricultura familiar;

• El fi nanciamiento y la creación de instrumentos 

de gestión de riesgos en la agricultura;

• La sanidad agropecuaria y la inocuidad de los 

alimentos.

Una mayor inversión productiva, pública 
y privada, en la agricultura familiar30

En la mayoría de los países la agricultura familiar 

produce más del 60% de los alimentos básicos y 

contribuye de manera signifi cativa a la generación 

de ingresos y empleos rurales31. Sin embargo, los 

índices de pobreza y malnutrición en la agricultura 

familiar están entre los más elevados, a pesar de 

que el sector cuenta con una importante capacidad 

productiva ociosa y una importante demanda 

interna de alimentos básicos.

Incluir a la agricultura familiar en el patrón de 

producción agropecuaria en la región, con un 

mayor aporte en su producción de alimentos y 

en el manejo de los recursos naturales, requiere 

brindarle prioridad a la dimensión local y 

territorial de la seguridad alimentaria. Ello es 

vital para garantizar un abastecimiento estable y 

una mayor autorregulación de los precios en los 

mercados de los alimentos básicos. Esta inclusión 

pasa inicialmente por brindar un mayor acceso a los 

recursos de tierra y agua, mejorar las oportunidades 

para la intensifi cación sostenible de su producción, 

aumentar su fi nanciamiento y garantizar su acceso a 

mercados institucionales de alimentos.

30  Ver FAO-RLC (2011). 

31  En Centroamérica, donde un promedio de 50% de la 

población vive en áreas rurales, un poco más de la mitad (3,4 

millones de hogares rurales) producen granos básicos –maíz, 

frijol y sorgo– (FAO-RUTA, 2010). También en países como 

Brasil la agricultura familiar hace una relevante contribución 

económica y social, aportando el 38% del valor bruto de la 

producción agrícola, y generando el 74,4 % del total de las 

ocupaciones rurales (de Franca et. al.  2010).
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Basado en lo anterior, las principales 

recomendaciones de políticas se relacionan con:

• Implementar programas que amplíen el acceso 

a recursos de tierra y agua, con énfasis en los 

jóvenes, considerando que la edad promedio 

de los agricultores familiares es de 50 años en 

la región. Un componente importante son las 

leyes que en la región le brindan seguridad 

jurídica sobre la propiedad de la tierra a la mujer, 

principalmente en lo que hace referencia a sus 

derechos sucesorios y a la administración del 

patrimonio familiar.

• Programas que promuevan la intensifi cación 

sostenible de la producción familiar. Para ello, es 

indispensable la recomposición de los sistemas 

de transferencia tecnológica (que fueron 

desmontados en muchos países) para promover 

la adopción de innovaciones con el objetivo 

de aumentar la productividad a bajos costos y 

aumentar la resiliencia de la agricultura familiar a 

riesgos provenientes de sequías e inundaciones. 

Se pueden lograr buenos resultados, por 

ejemplo, mediante la utilización de semillas 

nativas seleccionadas, la adopción de mejores 

prácticas de cultivo, manejo y alimentación de 

los animales, así como de técnicas de cosecha y 

utilización del agua.

• Para lograr esto se recomienda utilizar las 

experiencias que han desarrollado durante las 

últimas dos décadas las propias organizaciones 

gremiales y productivas de la agricultura familiar, 

que en la mayoría de los países no han logrado 

operar a escala debido a la ausencia de una 

política pública que las valorice y contribuya a 

diseminarlas. 

• Implementación de programas de compras 

públicas a la agricultura familiar, con el objetivo de 

asegurarle acceso preferencial como proveedora 

de alimentos a instituciones públicas y programas 

de alimentación escolar, ayuda alimentaria y 

otros. Para ello, en la mayoría de los países deben 

superarse trabas legales que impiden las compras 

públicas a la agricultura familiar.

• Ampliación de la oferta de servicios fi nancieros 

–crédito, ahorros, seguros, transferencias– de 

las instituciones fi nancieras públicas (IFP) para 

atender la demanda de los agricultores familiares 

y sus organizaciones productivas. 

• Disponer de políticas públicas diferenciadas 

para la agricultura familiar. Ello depende no 

solamente de una voluntad política y de la 

creación de capacidades institucionales en los 

gobiernos para implementarlas, sino también 

del fortalecimiento de las organizaciones 

gremiales o de intereses de los agricultores 

familiares. A estas últimas les corresponde 

no solamente ejercer las presiones sociales 

indispensables para hacer viables ciertas medidas 

de política, sino también hacer propuestas 

y participar en los procesos de formulación 

y gestión (implementación, control social y 

evaluación) de las políticas a nivel territorial.

Financiamiento e instrumentos de gestión 
de riesgos en la agricultura

Las actividades productivas agropecuarias siguen 

relegadas a la hora del fi nanciamiento, si se 

considera la atención que les brindan los sistemas 

fi nancieros (Banco Mundial: 2007). Del total de 

créditos otorgados por el sistema fi nanciero en la 

región solamente el 8,5% en promedio fi nancia 

actividades productivas agropecuarias. En al menos 

once países de la región la agricultura recibe menos 

crédito de lo que aporta a la economía de su país 

(relación entre el PIB agropecuario y el PIB nacional). 

La crisis fi nanciera ha aumentado las evidencias que 

demuestran que el sistema fi nanciero privado no 

llegará a atender por sí solo –o en un plazo razonable– 

las demandas fi nancieras, en particular las de 

crédito, y en especial de la agricultura familiar. Ello 

obliga a poner atención y prioridad en el desarrollo 

de las Instituciones Financieras de Desarrollo (IFD)32 

que con una amplia red de agencias y un gran 

desempeño fi nanciero e institucional han mostrado 

32 Actualmente existen en América Latina alrededor de 108 

instituciones fi nancieras de desarrollo, 35 de las cuales 

brindan fi nanciamiento al agro y/o al sector rural. De esas, 22 

tienen orientación multisectorial, y las 13 restantes  atienden 

solamente al sector agropecuario y/o rural. 
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ser agentes clave para fi nanciar políticas contra 

cíclicas33 y para el apoyo a la agricultura. En general, 

las carteras crediticias agropecuarias de las IFD en la 

región han tenido un buen desempeño, ya sea por 

los mejores precios de los productos agropecuarios 

o por mejoras en los esquemas de colocación de 

créditos. Ello ha llevado a que las IFD agropecuarias 

(con más de un 50% de su cartera crediticia en la 

agricultura) exhiben mejores resultados que las 

multisectoriales (Trivelli, 2011).

Las principales medidas de política que se 

recomiendan a este respecto son: reforzar el 

rol y el desempeño de las IFD, la generación 

de instrumentos de gestión de riesgos en la 

agricultura, y el fi nanciamiento integral de cadenas 

agroalimentarias.

• Reforzar el rol de las Instituciones Financiera 

de Desarrollo. Se requiere innovación para 

lograr que las IFD, en sus distintos formatos, 

logren mejorar su desempeño, pero sobre 

todo que logren su sostenibilidad operativa, 

fi nanciera y política. Las IFD deben ser evaluadas 

sobre la base de criterios que no consideren 

solamente su desempeño fi nanciero, sino un 

conjunto mayor de servicios que pueden brindar 

a los actores del sector público y privado, como 

innovación, soporte y garantías, y en su rol de 

aliados para evaluar el potencial de negocios de 

las actividades rurales.

• Desarrollar seguros, fondos de garantía 

y nuevos esquemas de transferencia de 

riesgos. Este es un tema en el cual existe 

mucho debate y experimentación. Aun está 

pendiente resolver los problemas de riesgo que 

enfrentan los intermediarios y los productores 

agropecuarios. El fi nanciamiento agropecuario 

solo se ampliará y profundizará en la medida en 

que se logre “sacar” riesgo de la intermediación 

fi nanciera. Hay avances en el debate sobre la 

efectividad de nuevos esquemas de seguros. 

Seguros indexados están en desarrollo pero aún 

enfrentan problemas de demanda y de elevado 

costo. Los fondos de garantía, por su parte, han 

demostrado tener impacto limitado en expandir 

el fi nanciamiento y en reducir las tasas de interés 

(Meyer, 2011).

• Promoción de esquemas de fi nanciamiento in-

tegral de las cadenas agroalimentarias, lo que 

permitiría no solamente asegurar la comercia-

lización, sino también fi nanciar a través de ella 

actividades productivas, utilizando instrumentos 

para el manejo y la transferencia de riesgos entre 

diversos actores (productores, comercializado-

res, transformadores, exportadores).

La sanidad agropecuaria e inocuidad de 
los alimentos34

La mejor estrategia para reducir los riesgos 

asociados a plagas y enfermedades en los cultivos 

y los animales, así como a la mayor ocurrencia 

de enfermedades zoonóticas y de intoxicaciones 

por alimentos, es contar con sistemas nacionales 

de sanidad agropecuaria e inocuidad que tengan 

alta calidad técnica. Además, se deben desarrollar 

programas regionales armonizados de prevención, 

control y erradicación. 

Una mejor gobernanza de los sistemas de sanidad 

agropecuaria e inocuidad de los alimentos, tanto en 

el sector público como en el privado, es esencial para 

responder efi cazmente a este tipo de situaciones. 

Sin embargo, muchos de los países de América 

Latina y el Caribe tienen aún serias debilidades 

institucionales, técnicas y de gestión en sus servicios 

de sanidad agropecuaria e inocuidad de alimentos, 

y no han desarrollado las políticas y estrategias 

apropiadas para la efi ciente gestión de riesgos en 

las cadenas de producción agropecuarias.33 De las IFD con presencia rural en ALC, la mayor parte (22 

de las 35) surgió de los planes anticrisis. En 28 instituciones 

para las que se encontró información no hubo reducción de 

la oferta fi nanciera para el agro o el sector rural durante la 

crisis; más bien algunas de ellas aumentaron su provisión, y 

más de la mitad acompañó el fi nanciamiento con asistencia 

técnica. Asociación Latinoamericana de Instituciones 

Financieras para el Desarrollo. www.alidebibliotecavirtual.

org/publicacionesactivas.aspx 34  Ver FAO-RLC (2011). 
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Las principales medidas de política recomendadas a 

este respecto son:

• Fortalecer las redes regionales, subregionales y 

nacionales de expertos en sanidad agropecuaria 

e inocuidad de alimentos, y los servicios de 

apoyo para la atención de emergencias 

zoosanitarias, fi tosanitarias y en inocuidad 

alimentaria, articulándolos a la plataforma del 

Centro de Atención de Emergencias de FAO 

(EMPRES-FC).

• Apoyar la participación de las autoridades 

nacionales de sanidad agropecuaria e inocuidad 

de alimentos y de las instituciones del sector 

académico, científi co, tecnológico y productivo 

en foros de política sanitaria y actividades 

técnicas o de cooperación organizadas por 

GF-TAD, IPPC y CODEX, a nivel regional y global.

• Fortalecimiento de capacidades de los países 

con énfasis en: a) elaboración de políticas y 

marcos normativos sanitarios y de inocuidad 

de alimentos; b) elaboración de estrategias 

de prevención, control y erradicación de 

enfermedades transfronterizas a nivel nacional 

y regional; c) instrumentos para la gestión 

de riesgos en las cadenas agroalimentarias y 

agroindustriales; y d) sistemas de información, 

educación sanitaria, comunicación y abogacía.

c) La adaptación del sector agropecuario 
al cambio climático

Un componente esencial de la transformación 

productiva en la región es el desafío de integrar 

los recursos naturales al modelo de desarrollo 

económico, considerándolos como bienes públicos 

globales antes que como medios de producción 

disponibles en forma ilimitada para cualquier 

función productiva. Esto también signifi ca la 

recuperación de cultivos y prácticas que permitan 

la intensifi cación sostenible de la producción 

agrícola, de modo de conservar los recursos, reducir 

las repercusiones negativas en el medio ambiente, 

y potenciar el capital natural y el suministro de 

servicios ambientales. 

La adaptación de la agricultura al cambio climático 

implica la necesidad de una gran transformación 

científi ca y tecnológica, y también la puesta en 

marcha de políticas públicas que hagan disponibles 

y difundan esas nuevas tecnologías en todos los 

países de la región y, en particular, que alcancen 

también a la agricultura familiar. La agricultura tiene 

que aumentar su productividad en forma sostenible, 

asegurar la resiliencia del sistema alimentario y 

minimizar la emisión de gases de efecto invernadero. 

Las principales recomendaciones de política pública 

se relacionan con las modalidades de apropiación 

–privada y pública– del conocimiento, con la 

recomposición de los sistemas de transferencia de 

tecnología (particularmente a la agricultura familiar) 

y con la reducción de las emisiones de gases de 

efecto invernadero y la promoción del secuestro de 

carbono.

• Políticas que aseguren una mayor apropiación 

pública del conocimiento tecnológico para 

la adaptación de la agricultura al cambio 

climático y que su difusión sea sin costo para los 

productores de los países en desarrollo, lo que 

estará en el centro de los debates de la próxima 

Cumbre Río+20, a realizarse el año 2012. Esto 

implica mecanismos de gobernanza global que 

impidan que solamente las grandes empresas 

se apropien de los benefi cios del conocimiento, 

evitando su difusión en los países en desarrollo. 

También está abierto un debate sobre las 

modifi caciones que serían necesarias en las 

leyes internacionales de propiedad intelectual35 

que garanticen un acceso universal a dichas 

tecnologías. Un antecedente importante al 

respecto es el comercio internacional de 

medicinas, en el que la salud pública prevalece 

sobre la propiedad intelectual. 

• Políticas para difundir las nuevas tecnologías 

a la velocidad necesaria, y que incluyan a 

la agricultura familiar mediante sistema de 

transferencia de tecnología. 

• Políticas que contribuyan a la mitigación al 

cambio climático mediante medidas orientadas 

35 Aunque en general las tecnologías están más disponibles 

que antes, en las últimas décadas se han protegido más, y por 

lo tanto encarecido, los derechos de propiedad intelectual.
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a reducir o evitar las emisiones de gases de efecto 

invernadero en la producción agropecuaria, y que 

promuevan el secuestro de carbono mediante el 

uso de árboles y el manejo de suelos.

d) Competencia en los mercados 
agroalimentarios y cumplimiento de la 
legislación laboral en los mercados del 
trabajo agrícola

El dinámico crecimiento agrícola en la región ha 

sido liderado por grandes empresas y productores 

modernos con altos niveles tecnológicos y 

productividad. Tienen fuertes encadenamientos 

comerciales y fi nancieros con agroindustrias, 

exportadores y distribuidores mayoristas, así como 

con fondos de inversión y mercados de futuros. Esos 

eslabones de la cadena productiva agroalimentaria 

tienen, en general, altos niveles de concentración 

y una creciente estructura trasnacional. La 

concentración implica no solamente el dominio de 

la tierra, sino también el control de otros activos, 

como la información, el fi nanciamiento y el acceso 

al conocimiento científi co. El poder económico y el 

control de la tierra, el acceso fi nanciero y el dominio 

del conocimiento tienden a marchar de la mano 

(Bisang, et. al. 2010).

En este contexto, ni las políticas productivas para 

transformar el patrón productivo para incluir a la 

agricultura familiar, ni la urgente adaptación de 

la agricultura al cambio climático, ni tampoco las 

políticas que apuntan a lograr que la población 

de menores ingresos tenga un mayor acceso a los 

alimentos rendirán los resultados esperados sin 

mercados agroalimentarios que funcionen con 

mayor transparencia y competencia. Tampoco 

se logrará mucho sin una institucionalidad que 

defi enda tanto los derechos de los consumidores 

como de los productores que, por su número y 

atomización, enfrentan relaciones asimétricas de 

negociación.

Tampoco las políticas orientadas a la generación de 

empleos, a reducir la pobreza y mejorar la seguridad 

alimentaria en las áreas rurales y en ciudades 

intermedias (en las que reside una proporción 

importante de la fuerza de trabajo agrícola) 

obtendrán resultados si no se aplica la legislación 

laboral y se mejoran las instituciones en los 

mercados del trabajo, especialmente aquellos en los 

que predomina el trabajo temporal de las mujeres.

Promover una mayor transparencia y 
competencia en los mercados de alimentos y de 
insumos agropecuarios en la región.

Los problemas asociados a la transparencia de 

los mercados, las reglas de competencia y las 

barreras de entrada a la industria, la capacidad 

de negociación de los distintos eslabones de 

las cadenas agroalimentarias y la integración de 

empresas nacionales en cadenas mundiales de 

comercialización son temas de creciente importancia 

para la política pública en la región.

La crisis económica ha evidenciado una situación 

preocupante: mientras los altos precios de los 

alimentos se transmitieron inmediatamente a los 

consumidores, la transmisión de estos aumentos 

ha sido mucho más gradual para los productores, 

y particularmente para el caso de los agricultores 

familiares. Sin embargo, luego de la posterior caída, 

la disminución de los precios de los alimentos 

se ha transmitido de forma muy retardada a los 

consumidores, lo que ha provocado que la infl ación 

alimentaria en la mayoría de los países se haya 

mantenido por encima del promedio general.

Como bien señala Nicholas Stern en “Una estrategia 

para el desarrollo”, trabajo publicado por el Banco 

Mundial en 2002: “no basta con centrar la atención 

en lograr los precios correctos. La acción pública se 

necesita para lograr los mercados correctos” (Stern, 

2002). Estado y mercado no son sustitutos sino 

complementarios.

Una política pública cuyo objetivo sea transparentar 

y promover la competencia en los mercados 

agroalimentarios debe fundamentarse en el 

conocimiento de cómo estos mercados funcionan 

a lo largo de cadenas globales de valor, cómo se 

comportan los principales actores involucrados 

(productores, procesadores, distribuidores) y cuáles 

son sus diferentes posiciones de negociación en la 

formación de precios y la distribución de las rentas. 

Si responde a presiones de grupos de interés, una 

política pública implementada en esos mercados 

puede inducir a la conformación de estructuras de 

mercado oligopólicas u oligopsónicas.



O
rg

a
n

iz
a

ci
ó

n
 d

e
 la

s 
N

a
ci

o
n

e
s 

U
n

id
a

s 
p

a
ra

 la
 A

lim
e

n
ta

ci
ó

n
 y

 la
 A

g
ri

cu
lt

u
ra

86

Sin la sufi ciente comprensión de cómo funcionan, 

una intervención pública en esos mercados puede 

conducir a resultados distintos a los buscados, 

desestimulando, por ejemplo, la inversión, o 

provocando movimientos especulativos en las 

distintas etapas de las cadenas de valor.

En este sentido se consideran indispensables:

• Medidas que remuevan los obstáculos que 

impiden una adecuada transmisión de los 

precios internacionales a los precios domésticos 

que reciben los productores agropecuarios. 

• Iniciativas que compensen las asimetrías de 

información y capacidades de negociación entre 

actores en las cadenas de valor que infl uyen en la 

formación de precios a los consumidores.

• Desarrollar la legislación e institucionalidad 

en materia de competencia en los mercados 

agroalimentarios y de protección al consumidor.

• Revisar y ajustar reglas en los procesos de 

integración aduanera que están en marcha 

entre diversos países de la región, y que tienen 

un sesgo discriminatorio por escala hacia las 

pequeñas y medianas empresas.

Asegurar el cumplimento de las leyes laborales 
en los mercados del trabajo agrícola.

En un estudio reciente de la Ofi cina Regional de la 

FAO para América Latina y el Caribe sobre mercado 

de trabajo y pobreza rural realizado en once países 

de la región (FAO-OIT-CEPAL, 2011), se constata 

la insufi ciencia de políticas públicas en esta área, 

debido entre otros factores al vacío institucional 

existente: ni los ministerios de Trabajo ni los de 

Agricultura formulan políticas al respecto, y se 

constata que la fi scalización del cumplimiento de 

las leyes laborales en el campo es muy débil. El 

predominio de la informalidad del trabajo agrícola, 

particularmente temporal, es uno de los principales 

obstáculos para la extensión de la cobertura del 

sistema de seguridad social en el campo.

Entre las medidas que se recomiendan en el ámbito 

laboral pueden mencionarse:

• Fiscalización del cumplimiento de la legislación 

laboral, y en especial del pago de salario mínimo 

en el campo. En muchos países el salario mínimo 

se encuentra estancado desde hace años, o es 

signifi cativamente más bajo en el caso de la 

agricultura que para otras ramas de actividad. 

Se requiere también, por otro lado, asegurar que 

funcionen los sistemas de inspección laboral 

para el adecuado cumplimiento de la ley del 

salario mínimo.

• Formalización de los empleos. La informalidad 

y la pobreza van de la mano, y ello es 

particularmente evidente para el importante 

segmento de los trabajadores temporales, 

que muchas veces quedan al margen de 

la protección social. En este sentido, una 

revisión de las leyes laborales aplicables a las 

actividades agropecuarias, caracterizadas por 

la estacionalidad, es una medida de política 

pendiente de primer orden. 

• Facilitación de las instancias de diálogo. 

Si las negociaciones colectivas fueran 

generalizadas, seguramente los ingresos de los 

asalariados serían superiores. En varios países 

de la región han surgido recientemente nuevas 

formas de acuerdos entre los empleadores 

y los trabajadores, que de implementarse 

más ampliamente permitirían mejorar los 

ingresos y reducir la pobreza de los asalariados, 

particularmente de los temporales.

• Fortalecimiento de las organizaciones 

sindicales en el campo. Las capacidades de 

organización y movilización de los trabajadores 

son fundamentales para negociar las condiciones 

laborales y llamar la atención acerca del nivel de 

cumplimiento de la legislación laboral en cada 

uno de los países y zonas productivas, bajo el 

principio del empleo decente promovido por 

la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 

que incluye no solo los aspectos salariales, sino 

también la seguridad laboral y la formalización 

de las relaciones contractuales.
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e) Valorización de los alimentos y de los 
mercados locales

Se debe promover el rescate de los productos 

tradicionales y los conocimientos ancestrales de 

la cocina nacional y regional, como la papa de 

colores andina, el frijol, la quínoa, el maíz blanco, 

y un amplio grupo de especies que abarcan 

vegetales y animales como el cuye, entre otros. Se 

trata de cultivos de gran importancia por su aporte 

nutricional, adaptabilidad a condiciones de gran 

severidad ambiental, y su contribución a valorar el 

trabajo familiar de los campesinos, en especial de los 

grupos indígenas.

Rescatar estos productos permitiría ampliar la base 

alimentaria y mejorar el estado nutricional y la 

seguridad alimentaria de la población, además de 

generar nuevos ingresos para los hogares rurales 

gracias a su venta.

También es importante revalorizar y rescatar las 

preparaciones tradicionales basadas en los cultivos 

autóctonos, e introducirlas en los programas 

de asistencia alimentaria, desarrollando formas 

novedosas para estimular un mayor consumo de 

estos productos tradicionales.

Dinamizar los mercados locales de alimentos: uno 

de los impactos de la ampliación de la cobertura de 

los programas de transferencias de ingresos ha sido 

ampliar la demanda de alimentos en los mercados 

locales que transan productos tradicionales y que 

manejan tradiciones ancestrales de manejo, siembra 

y cosecha de alimentos. El diseño y aplicación de 

políticas públicas orientadas al impulso de estos 

productos y mercados estimulará a los agricultores 

familiares que los producen y dinamizará los 

mercados de estos productos. De este modo, se 

difundirán formas culturales vinculadas con la 

cocina nacional y regional y su expansión contribuirá 

a disminuir la inseguridad alimentaria.

f) Cambios en los patrones de consumo 
alimentario y la calidad de los alimentos

Promover cambios en los patrones de consumo 

alimentarios en la población hacia una dieta más 

saludable, mediante la educación alimentaria y 

la alimentación infantil, recuperar el consumo de 

productos locales, mejorar la calidad de los alimentos 

y reducir los desperdicios, son las principales áreas 

de política con las que podrá enfrentarse a mediano 

plazo la malnutrición que persiste en la región. Entre 

las principales medidas de política están:

• Reforzar los programas de alimentación 

escolar. Estos programas no solamente 

mejoran los niveles nutricionales sino que 

también generan benefi cios educacionales 

signifi cativos, tanto en lo relativo al aumento de 

las matrículas como en la asistencia y retención. 

Estos programas debieran al menos cubrir la 

educación primaria y los 180 días del calendario 

escolar normal. 

• Incorporar alimentos producidos localmente 

por la agricultura familiar en las dietas de la 

alimentación escolar amplía sus impactos 

positivos en la cultura alimentaria no solamente 

de los alumnos sino que también de toda la 

comunidad educativa. Varios países están 

legislando para regular y controlar los expendios 

de alimentos dentro de las escuelas, visando la 

venta de alimentos de mejor calidad nutritiva.

• Incorporación de la educación alimentaria 

en los programas curriculares de la educación 

elemental y de segundo grado. El aumento de 

los ingresos promedio en los hogares es una 

condición necesaria, pero no sufi ciente, para 

reducir los elevados índices de malnutrición 

infantil en la región (desnutrición y sobrepeso).

• También contribuye a la educación alimentaria 

la implementación de huertos en las escuelas, 

ya sean rurales o urbanas, con el objetivo de 

acompañar en forma práctica las enseñanzas 

relacionadas con los hábitos alimentarios 

saludables.

• Valorizar y promover el consumo de alimentos 

organizado localmente. Además de sus 

impactos positivos en la alimentación, estas 

iniciativas contribuyen a la dinamización de 

mercados locales y reducen la vulnerabilidad a la 

inseguridad alimentaria a nivel local. Cabe aquí 

señalar la importancia que a este respecto tiene 

contar con políticas de apoyo a la producción de 

alimentos para el autoconsumo, que en el caso 
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de los países de Centroamérica, por ejemplo, 

da cuenta de más del 50% del consumo de 

alimentos básicos en las áreas rurales. 

• Medidas para mejorar la calidad y reducir las 

pérdidas de los alimentos. Un gran número de 

los participantes en la cadena alimentaria carece 

de las habilidades y los conocimientos necesarios 

para garantizar la producción y el manejo inocuo 

de los alimentos, lo que aumenta los descartes 

y pérdidas por mala calidad e inocuidad. 

Esto ocurre en particular con los pequeños 

productores y los operarios y técnicos medios 

de pequeñas y medianas empresas, vendedores 

ambulantes de alimentos y consumidores. Por lo 

tanto, la mejora en las prácticas de manejo y en 

las condiciones de almacenaje y distribución de 

los alimentos contribuiría directamente a evitar 

pérdidas debido al deterioro, contaminación 

y descartes por problemas de inocuidad, 

todo lo cual sería un apoyo para aumentar la 

disponibilidad alimentaria.

• Medidas que apunten al mejoramiento de las 

prácticas de manipulación y preparación de 

alimentos y la gestión operativa de transporte, 

almacenamiento y distribución de los alimentos.
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